DICTAMEN DE MINORIA
Diputadas y Diputados de Santa Fe:
La Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el Proyecto de Ley - Expte. Nº 20934 PE, Mensaje Nº 3504 del Poder Ejecutivo; por el cual propone una Reforma Tributaria al Código Fiscal de la Provincia de   Santa Fe (t.o. 1997) y de la Ley Impositiva Nº 3650; que en este marco se recibieron en el seno de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, a directivos de distintas entidades representativas de la actividad económica de la Provincia, quienes expusieron sus puntos de vista e inquietudes sobre el proyecto en cuestión, a saber: en fecha 28 de agosto de 2008 con la Federación Industrial de Santa Fe (FISFE): el día 04 de septiembre de 2008 con la Federación Argentina de Expendedores de Nafta del Interior (FAENI); el 11 de septiembre de 2008 con integrantes del Consejo de Entidades Empresarias y de la Producción de Santa Fe, representadas por  Federación Industrial de Santa Fe (FISFE), Centro Comercial de Santa Fe, Federación de Centros Comerciales (FECECO), Confederación Intercooperativa Agropecuaria (CONINAGRO), Federación Agraria Argentina (FAA), Confederación de Asociaciones Rurales de Santa Fe (CARSFE), Asociación de Empresarios del Sur Santafesino (ADEESSA), Bolsa de Comercio de Rosario, Bolsa de Comercio de Santa Fe, Cámara Argentina de la Construcción, posteriormente en fecha 18 de septiembre se mantuvo una reunión con apoderados del Correo Argentino – Correo Oficial de la República Argentina S.A., en todas las entrevistas realizadas las entidades adjuntaron informes y observaciones que se agregan al presente. Por otra parte se recibieron notas e informes de distintas asociaciones donde expresan sus peticiones según se detalla seguidamente: Nota 1275/08 de fecha 14 de agosto de 2008 del Foro para el Fortalecimiento y Desarrollo del Comercio de Santa Fe, Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Santa Fe – Cámara Primera; Cámara de Alojamientos y Afines del Litoral;  Asociación de Empresas de Servicio Fúnebre de la Provincia de Santa Fe; Asociación Empresaria Hotelera Gastronómica de Santa Fe; Asociación de Prensa Santa Fe (APSF); titulares de empresas constructoras y/o inmobiliarias, Bolsas de Comercio de Santa Fe y Rosario, y luego de los estudios realizados, por las razones expuestas en sus fundamentos, se efectúan las siguientes observaciones a la Reforma Tributaria propuesta por el Poder Ejecutivo Provincial y al Dictamen de la Mayoría , que a continuación se transcribe: 

TÍTULO I: Código Fiscal

Capítulo I: Parte General

Artículo 24 - Agentes de retención. Designación.

Se otorga a la Administración Provincial de Impuestos la facultad de actuar como Agente de Recaudación respecto de los regímenes que en ese sentido la API establezca.

La facultad de establecer los sujetos pasivos de las obligaciones tributarias corresponde a la Legislatura Provincial, no a un organismo de administración de impuestos. Así como no debe existir tributo sin ley,  tampoco se pueden otorgar tan amplias atribuciones a dicho Organismo en el sentido de designar a los sujetos responsables de retener, percibir o recaudar impuestos.
Artículo 34 - Verificación de la declaración jurada.

Se agrega al artículo de referencia, la posibilidad de que los contribuyentes hagan conocer luego de la determinación efectuada por la API su disconformidad con la misma dentro de los 10 días de recibida. 
Pero este no es un verdadero “corrimiento de vista”, en los términos de la Ley Nacional Nº 11.683 -de procedimientos tributarios- ni un descargo, lo cual se agrava puesto que no está prevista la posibilidad de agregar pruebas que no hubiesen sido aportadas  en la instancia administrativa (art. 63).
Con lo cual se subsume en una misma persona la calidad de juez y parte.

Artículo 58 - Prórrogas de vencimientos. Facilidades de pago. Pago extemporáneo.

Se sigue estableciendo que para acceder a los beneficios  recursivos, los contribuyentes deberán regularizar su situación fiscal, allanándose a la pretensión del Organismo Recaudador y desistir de toda acción o derecho

Pero lo que resulta preocupante es que ni siquiera atenúa los efectos de este principio, sino que lo agrava;  particularmente, la ley 11330 (art. 8vo.) planteaba la posibilidad de otras formas de garantías o bien de un esquema de pago en ocho cuotas.  En la redacción propuesta del artículo de referencia, se establece que los plazos son los que indica el artículo mismo.
Artículo 63 - Recurso de reconsideración o revocatoria.

El recurrente no podrá ofrecer prueba que no hubiese sido ya ofrecida en la instancia de verificación propiamente dicha llevada a cabo por la API.

En otros términos: si el contribuyente contara con nuevos elementos -con los que no contaba, o bien que no consideró en la instancia administrativa vinculada con la verificación- no puede aportarlos, con la excepción de pruebas que:

a) estuvieren vinculadas con hechos nuevos;

b) fueren necesarias para medidas de mejor proveer;

c) aquellas que estuvieren vinculadas con situaciones acerca de las que el contribuyente no hubiere tenido acceso en la etapa de verificación y ello estuviere debidamente acreditado.

 Se le resta la posibilidad de defensa al contribuyente, máxime teniendo en cuenta que muchas inspecciones son atendidas pro el propio contribuyente, sin la presencia de algún profesional que lo asesore. Entendemos  que dará lugar a que el Estado Santafesino sea sometido a numerosas acciones judiciales producto de esta situación.

Artículo 64 - Recurso de Revisión.

“La resolución de la Administración Provincial de Impuestos recaída sobre el recurso de revocatoria o reconsideración, quedará firme a los quince días de notificado el contribuyente o responsable, salvo que dentro de este término, los mismos interpongan recurso de revisión ante la Subsecretaría de Ingresos Públicos dependiente del Ministerio de Economía. Juntamente con la interposición del recurso de revisión, el contribuyente o responsable deberá justificar el pago de los impuestos, tasas o contribuciones que cuestione.

Cuando en la revisión interpuesta, la resolución definitiva confirme la determinación cuestionada, los intereses se computarán hasta la fecha del pago a que refiere el párrafo anterior.”

Artículo 66 - Procedimiento del Recurso de Revisión.
Se sustituye la presentación ante el Poder Ejecutivo, por la presentación ante la Subsecretaría de Ingresos Públicos, dependiente del Ministerio de Economía, organismo de cuestionada legalidad. Esto mismo se contrapone con la Reforma Procesal que lleva adelante este mismo Gobierno, en el sentido de que “quien reconsidera es el mismo que resolvió”. Los tres recursos posibles, ahora se sustancian –TODOS -ante la Subsecretaría de Ingresos Públicos.

Se ratifica el “solve et repete”, que implica una denegación (o menoscabo) del Derecho de Justicia, en contra del Pacto de San José de Costa Rica, el cual tiene rango constitucional merced a la Reforma de 1994.
Quien interpusiere recurso de apelación deberá justificar -antes-  el pago de los impuestos, tasas o contribuciones que cuestione. 

Debería haberse modificado ese aspecto que limita la discusión en sede administrativa, cuando aún no ha quedado firme la determinación y cuando sería posible que el contribuyente fuese confirmado en sus pretensiones recursivas. Tanto así, que el mismo artículo confirma que, si de la apelación interpuesta se confirmare la determinación cuestionada por el contribuyente, los intereses sobre el capital inicialmente reclamado por la API se calcularán hasta el momento de pagar para poder recurrir. 

Artículo 76 - Libramientos y citaciones. 

Cuestionado fuertemente tanto a AFIP como a la Dirección de Rentas de la Provincia de Buenos Aires por ser de cobro compulsivo, por el cual los abogados ejecutores disponen embargos (potestad solo reservada a los jueces), además de incorporar un nuevo costo, el de los honorarios de los ejecutores. Este asunto no solamente es controvertido sino que ya tiene numerosos fallos en contra y se encuentra a resolución superior de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Artículo 79 – Medidas Cautelares.

Es inquisitivo, con escaso control judicial, se sigue la línea, tan cuestionada por la Doctrina, de darle potestades casi ilimitadas a los Agentes Fiscales.

Los Agentes Fiscales son los abogados ejecutores de la Administración Provincial de Impuestos; se les asigna la facultad de que estos funcionarios sean los que -con su sola firma- suscriban oficios tendientes a la traba de medidas cautelares contra el ejecutado, lo cual es competencia del Poder Judicial.

Se avanza hacia formas y procedimientos largamente cuestionados en el campo de la Doctrina, como en el de fallos de varias Cámaras Federales de la República que lo han declarado inconstitucional. 

Recientemente, el 16 de julio de 2008, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha llamado a Audiencia Pública con la finalidad de debatir la constitucionalidad de la facultad otorgada a la AFIP por el art. 92 de la ley 11683 para decretar y trabar embargos sin intervención judicial en los juicios de ejecución fiscal en los que la propia administración fiscal es actora.

También hay que recordar que esta inconstitucionalidad fue ratificada por la Cámara Contenciosa Administrativo Federal de la Capital Federal en autos “AFIP DGI c/Capobianco, Norberto” de fecha 4 de marzo de 2008.

Incorporar la posibilidad de que los Agentes Fiscales cumplan funciones propias del Poder Judicial viola la división de poderes, el debido proceso, la igualdad de las partes en el proceso, la razonabilidad, el artículo 29 y el 109 de la Constitución Nacional e idénticas normas de la Constitución Provincial

Cabe agregar que la redacción de este “nuevo artículo 79” es similar al artículo de la Ley Nacional Nº 11.683 de procedimientos fiscales – de igual tenor – que ya fue blanco de numerosas críticas de reconocidos tratadistas y de la jurisprudencia.

La Reforma propuesta plantea como objetivo, a tenor de lo expuesto por los autores de la misma, modernizar la administración tributaria de la Provincia de Santa Fe, poniendo en una situación de horizontalidad a los contribuyentes y al Fisco. 

No obstante,  el contenido de los artículos expuestos en la primera parte,  Capítulo I, Parte General, artículos 1º y 2º,  colocan a la Administración de Tributos de la Provincia de Santa Fe   en términos de confrontación, acercándose al preconcepto muy extendido en las administraciones de impuestos de que contribuyente = evasor.

Se considera que debe tenerse en cuenta la propuesta de modificación conforme al trabajo realizado por el Colegio de  Abogados de Rosario, a través de su Instituto de Derecho Tributario y Aduanero, que elaboró oportunamente un Anteproyecto de Reforma de los aspectos procedimentales del Código Fiscal de Santa Fe y de normas provinciales relacionadas. Dicho trabajo se realizó por una Comisión ad hoc integrada por miembros del Instituto de Derecho Tributario del Colegio de Abogados de Rosario, del Centro de Estudio en Derecho Tributario de la Facultad de Derecho de la UNR y del Centro de Estudio de Finanzas Públicas, Derecho Financiero y Tributario de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario (P.U.C.A.), contando con la coordinación del Dr. Mario A. Saccone

Su fundamento fue encarar una reforma del procedimiento tributario sobre la base de una observada incompatibilidad de la ley vigente con normas superiores y fallos recientes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) y en la necesidad de adecuación de la legislación a los compromisos internacionales asumidos por nuestro país. Decían los fundamentos de dicho proyecto que, en la Argentina, con la reforma de la Constitución Nacional de 1.994, se incorporaron principios y derechos humanos básicos reconocidos en Tratados Internacionales, los han sido aplicados en recientes pronunciamientos

de la CSJN, declarando la inconstitucionalidad de aquellas normas que se oponen a tales mandatos superiores. Sin embargo, en el Código Fiscal de Santa Fe, las  normas que regulan el procedimiento tributario de determinación de deuda y de aplicación de sanciones no resultan compatibles con aquellas normas superiores vigentes y este proyecto pretende adaptarlas a aquellas. La Provincia de Santa Fe, si pretende estar acorde con el bloque constitucional actual, tiene que tener normas que respeten los derechos y garantías reconocidos en Tratados Internacionales y debe garantizar a los contribuyentes una tutela judicial efectiva y seguridad jurídica.

Se sostenía allí que el procedimiento tributario santafesino debía ser modificado urgentemente, más todavía luego de lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y lo ratificado por el estado Argentino en la causa "Cantos". En efecto, en dicha causa el estado Argentino fue condenado por no cumplir con las garantías judiciales reguladas en el Pacto de San José de Costa Rica.

Sin embargo y compartiendo la necesidad de una gradualidad en la implementación de las modificaciones al sistema, se propone el siguiente proyecto en el que se toman en cuenta algunas de las propuestas de aquel proyecto, dejando de lado otras en general por razones de oportunidad y conveniencia. 

Como se señalaba en el proyecto original, se agrega a la competencia de la Cámara en lo Contencioso Administrativa Provincial la posibilidad de entender vía recurso contencioso administrativo contra la sentencia del Tribunal Fiscal Provincial. De la referida ley 11.330 también se deroga del artículo 8º el solve et repete. Y se establece en su lugar que el recurso contencioso administrativo tiene efectos suspensivos en materia de multa, no para el tributo e intereses, supuesto para el que queda expedita para la Administración Provincial de Impuestos la posibilidad de ejecutarlo judicialmente.

La creación del Tribunal Fiscal Provincial respeta la propuesta original del Colegio de Abogados, sobre la que se realizaron dos modificaciones significativas:

a) Se tornó interdisciplinaria la composición de las Salas, incorporando a un Contador Público en cada una de ellas y considerando a dichos profesionales como habilitados para representar y patrocinar a los obligados tributarios, siguiendo la rica experiencia del Tribunal Fiscal de la Nación.

b) Se rescató el proceso de selección previsto por el Proyecto de creación del Tribunal Fiscal impulsado por Diputados del Partido Socialistas, mediante el expediente Nro. 18.609 del 28 de diciembre de 2006, asegurando la transparencia en el proceso de la designación de sus integrantes.

Capítulo II: Impuesto Inmobiliario
Capítulo III: Impuestos sobre los Ingresos Brutos 

Se observa que el artículo 129: Agentes de retención, percepción y recaudación.

Incorpora los agentes de “recaudación”, pero no define los alcances, facultades y  procedimientos. Deja todo librado a la reglamentación. El cuestionamiento al presente artículo sigue la línea de lo dicho en el artículo 24º
Capítulo IV: Disposiciones Transitorias – Título I

TÍTULO II: Impuesto inmobiliario

Capitulo I: Valuaciones Fiscales. Impuesto Adicional.

En referencia al Impuesto Inmobiliario, y atendiendo al conjunto de observaciones formuladas por distintos sectores, entre ellos la Federación Agraria Argentina, a la inoportunidad de modificar excesivamente los avalúos del Impuesto, como lo expone la propuesta en consideración y si no entendemos razonable hacer un revalúo en el Impuesto Inmobiliario Rural, tampoco lo reputamos razonable para el inc. a) o sea el Impuesto Inmobiliario Urbano y Sub-urbarno.

Se considera que debe procederse a un análisis más exhaustivo, en el que puedan evaluarse debidamente los impactos  con simulaciones de distintos casos, por lo que debe postergarse este análisis al ejercicio 2009 en oportunidad de aprobarse la Ley Impositiva Anual

TÍTULO III: Impuesto sobre los Ingresos Brutos

Ley Impositiva Anual Nº 3.650 y sus modificatorias

Breve historia 

1.1.1. El antecedente más remoto de este impuesto hay que buscarlo en el Impuesto a las Actividades lucrativas establecido por la Provincia de Buenos Aires en al año 1948,  en el entonces flamante Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, libro 2º, título 2º, artículos 94 a 106, ley 5246.

1.1.2. Desde el 1º de enero de 1949 lo establece la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y luego, en forma paulatina y sostenida, las demás jurisdicciones provinciales.

La alícuota no cesó de crecer en su historia: comenzó con un módico 0,4%, pasando luego a ser del 1 %, 1.5 %, 1.6 %, 1,7 %, 1,9 %, 2,5 %, 3 % y 3,5 %.

1.1.3. En 1974 se anunció su derogación al implantarse al año siguiente el Impuesto al Valor Agregado, que reemplazaría a este tributo y al Impuesto a las ventas (nacional).

1.1.4. En 1975,  producida la sanción y promulgación del IVA y la derogación del Impuesto a las ventas,  se implantó -con jurisdicción Municipal- el Derecho de Patente para el ejercicio de actividades con fines de lucro, cuya base imponible es similar a la de su antecesor,  aún cuando recurre a otros parámetros, complementarios o alternativos.

1.1.5. En 1976 volvió a convertirse en Impuesto para gravar, a nivel provincial,  las actividades con fines de lucro;  en la Provincia de Santa Fe se lo denominó Impuesto a las actividades económicas.

1.1.6. En 1977 adquiere el nombre y el perfil que se modifica a partir de 1993.

1.1.7
En 1993,  más precisamente el 30/12/93, la Provincia de Santa Fe, mediante la ley 11094 adhiere al Pacto Federal para la Producción y el empleo (Pacto Fiscal) firmado entre la Nación y las Provincias el 12 de agosto de 1993,  con lo cual la Provincia se obligó a cumplir un cronograma de desmantelamiento del Impuesto sobre los ingresos brutos.

1.1.8. Entre 1994, 1º de enero, y  1998, la Provincia de Santa Fe va incorporando paulatinamente actividades a la lista de exenciones en el Impuesto sobre los Ingresos brutos.  En principio, las actividades primarias en todas sus expresiones, luego parcialmente la industria y la construcción y finalmente todas las industrias.

Las características cuestionables de este impuesto
a) Indirecto

Cuando el sujeto de derecho no coincide con el sujeto de hecho,  dicho de otro modo: cuando el sujeto incidido no coincide con el sujeto percutido.

En este impuesto, el sujeto de derecho es, tomemos por ejemplo, la industria.  A ese sujeto se lo designa en tributación, sujeto incidido ... pero el verdadero sujeto, o sujeto de hecho o percutido, es el consumidor del producto o del servicio, que es quien paga el precio final en el cual se ha incorporado el porcentaje de impuesto que grava la actividad.

Esto es así porque dentro de las características de este impuesto está el de ser trasladable, total o parcialmente,  por lo cual se lo designa también  -técnicamente-   como impuesto indirecto.

b) Distorsivo

Al ser plurietápico, esto es, de aplicación a las diversas etapas de la cadena de valor,  produce el “efecto cascada” o piramidación. Significa que el impuesto se grava a si mismo al estar incluido en el valor final del bien o servicio de la etapa inmediata anterior.

Precisamente, en la reforma fiscal de 1974 se colocaba este aspecto como elemento fundamental para reemplazar el impuesto por el IVA.  Muchos países adoptan el criterio de gravar exclusivamente la última venta con el propósito de:

1) no aplicar impuesto sobre otro impuesto;

2) no exportar impuestos;

3) no dejar en desventaja la producción nacional frente a los productos importados.  Esto es así porque el producto generado en el mercado interno tiene ingresos brutos en toda la cadena de valor, inclusive si la actividad está exenta, contiene en si misma el impuesto de sus propios insumos.   Mientras tanto los productos importados tienen ingresos brutos en una etapa (cuando son bienes de capital directamente incorporados a la producción) o dos (cuando son bienes de consumo que tienen intermediación mayorista.

Ejemplos de esta distorsión:

     1. Si consideramos una materia prima procesada en el mercado interno, aplicándole una tasa del 1 % en la industrialización, un 2.5 % en la comercialización mayorista (alimentos y bebidas exclusivamente después de la Reforma propuesta) y un 3,5 % por la venta minorista, la tasa efectiva final del impuesto no es el 7 % (sumatoria) sino el 7,15 %, esto es, una potenciación del 2,14 %.

        Esto es así, porque –si no se cargara el IIB al valor 100 inicial, el producto costaría 274.40.-

       Si en cambio, cargamos el IIB con las alícuotas referidas en las tres etapas, el importe final del producto será de 294.02.-
      294.02 / 274.40 = 7.15 

   2. Si utilizamos el mismo ejemplo anterior, pero con una tasa mayorista del 3,5 %, tasa real para toda venta mayorista después de la Reforma propuesta (en lugar del 2,8 % actual), la tasa efectiva final no es el 8 % sino el 8,19 %, con una distorsión del 2,4 %.

Valor producto sin IIB = 409.60

Valor producto, con IIB =  443.16

443.16 / 409.6 = 8.19

c) De efecto regresivo

Se denomina de este modo a los impuestos que tienen alícuotas menores a medida que crecen los ingresos: a mayores ingresos, menores alícuotas, a diferencia de los progresivos que, a mayores ingresos aplican mayores alícuotas.

El Impuesto sobre los ingresos brutos grava en general con alícuotas constantes a una misma actividad, cualquiera fuere el monto imponible.

De hecho,  si se vincula el gravamen con el volumen de gastos aplicados a la actividad, a medida que los ingresos de dicha actividad crecen,  el porcentaje efectivo del impuesto disminuye;  a la inversa, a medida que el volumen de ingresos decrece, la incidencia del impuesto  -medido en términos relativos al gasto total aplicado a la actividad-  crece.

Por eso, en estos tributos se habla de incidencia nominal  (tasa expresada), e incidencia efectiva (tasa real según la unidad económica de la cual se trate).

Nos deja sin ventajas competitivas con Buenos Aires y Córdoba, ni hablar con la Provincia de San Luis.

En general se derogan las siguientes exenciones:
· En su totalidad, las que habían sido otorgadas oportunamente a las actividades industriales y de la construcción y también a las actividades primarias (inciso ñ del artículo 160).  A las actividades primarias las “grava” luego a “tasa cero”.

      Al considerar  a las  actividades  como  “gravadas a tasa cero”,  obliga a los   

      Contribuyentes  a  inscribirse  y  a presentar mensualmente los anticipos en  

      cero.  Asimismo, otorga la posibilidad de modificar la alícuota de cero a la 

      que fuere,  sin derogar previamente ninguna exención.

Estas  exenciones habían  sido promovidas a partir de  la vigencia del Pacto  Fiscal,  desde  enero  de  1994   (sector primario  y   parte  de  la  industria), 1995  (completa el sector primario y continúa con la industria),  finalizando  en 1998 (julio, octubre) y 1999 (enero) con el resto de las actividades de la industriales.

· A las ventas de bienes de capital nuevos, de producción nacional y para el mercado interno, acogidos a los beneficios del Decreto 937/93 del PEN.

· A la construcción de inmuebles.

· A la primera venta de inmuebles urbanos destinados a viviendas.

A partir del análisis del perfil de tasas, vemos que 80 partidas del nomenclador  -que hemos homogeneizado con las provincias más cercanas-  en actividades de comercio y servicio,  en el 50 %, o sea en 40 actividades, tendremos, a partir de la Reforma, la tasa más elevada de tributación.

La Provincia de Buenos Aires “lidera” alícuotas en 19 actividades, o sea en un 23.75 %.

La Provincia de Córdoba tiene las tasas más altas en solamente 16 actividades: un 20 %.

Finalmente, Entre Ríos supera al resto en 9 rubros, significando esto un 11.25 %.

La Provincia de Santa Fe, actualmente, sin la Reforma, además de las exenciones en actividades primarias, de la construcción e industriales, tiene tasas más altas en solamente 8 actividades, un 10 %;  son las actividades denominadas marginales  -por la alícuota aplicada-  tales como moteles, boites, juegos, etc.

Con  la  Reforma  se  pierden  las  ventajas  competitivas con Buenos Aires y Córdoba y aún con la propia  Entre Ríos en algunos  rubros. Ni  hablemos siquiera de comparar con la Provincia de San Luis.

TÍTULO IV: Régimen Tributario Simplificado

No se acepta la existencia de este régimen y se considera que debe mantenerse el sistema vigente, en cuanto a Impuesto a los Ingresos Brutos y Sellos
TITULO VII  Vigencia: Queda sin efecto 

TÍTULO V: Ley 5.110

TÍTULO VI: Promoción Industrial.

      Por expte. 20954 la Cámara de Diputados aprobó un proyecto de Comunicación por el cual se le solicita al Poder Ejecutivo información respecto a las empresas que a la fecha cuentas con el régimen de promoción industrial, el que no fue respondido a la fecha por el Poder Ejecutivo.
PROMOCION INDUSTRIAL. HISTORIA
El sistema de incentivos fiscales se compone de una serie de leyes y decretos que contemplan los regímenes sectoriales, regionales y especiales, entre ellos:

· 
La Ley nro. 22021 sancionada en 1979 establece los incentivos aplicables en la provincia de La Rioja, 

· las Leyes 22702 y 22973 de 1983 extienden los beneficios de la anterior a las provincias de Catamarca, San Luis y San Juan, y los departamentos La Paz, Lavalle, Santa Rosa de la provincia de Mendoza

· Una serie de decretos desarrollan las disposiciones de la Ley 21608 pare el resto de las provincias y para la promoción de la industria forestal, siderúrgica, petroquímica y electrónica. 

¿Cuáles eran los beneficios de esta promoción industrial?

Los beneficios promocionales efectivamente otorgados comprenden:

a) Desgravaciones impositivas que alcanzan tanto a los inversores del proyecto como a la propia empresa promovida. A tal efecto los distintos regímenes conceden los siguientes beneficios:

1. A los inversores del proyecto la opción de deducir como gasto a los fines del impuesto a las ganancias hasta un 100% de su aporte de capital; o alternativamente de diferir el pago de impuestos nacionales  por el equivalente de hasta el 75% de su aporte de capital, generalmente 5 años. Los gravámenes diferidos deben devolverse a cinco cuotas anuales sin interés. 

2. A la firma promovida

I. La liberación del pago del impuesto al valor agregado por hasta 15 años con una escala decreciente de beneficios. En algunos regímenes este beneficio se extiende a los proveedores de insumos o bienes de use utilizados por la empresa promovida.

II. Exención del pago de los impuestos a las ganancias y a los capitales por hasta 15 años con una escala decreciente de desgravación.

III. Exención del impuesto de sellos.

IV. En algunos regímenes, en lugar de eximir o liberar a la firma del pago de sus impuestos, se le permite diferir los gravámenes al valor agregado, a las ganancias y a los capitales de los primeros ejercicios (nunca más de diez) que se devuelven en cuotas indexadas sin interés.

V. Exención o reducción de derechos de importación sobre bienes de capital y sus repuestos cuando éstos no se fabriquen en el país. El beneficio podrá extenderse a las partes que se importen para su incorporación a bienes de capital fabricados en el país.

VI. Establecimiento de restricciones temporarias o fijación de aranceles a la importación de bienes similares a los que se prevea producir, beneficio que en el primer supuesto se limita hasta la puesta en marcha del proyecto.

VII.  Modificación o exención de los derechos de importación para los insumos de los bienes a ser producidos.

VIII.  Reembolsos especiales a la exportación a partir de la sanción de la Ley 22876 en 1984.

IX.  Precios preferenciales a los insumos demandados por la empresa promocionada.

I) ¿Qué significa liberación?

 Liberación significa que la empresa factura el impuesto pero no lo ingresa al fisco. De esta forma, quien adquiere el producto promocionado tiene un crédito fiscal para deducir. La exención en este gravamen de una etapa intermedia de la cadena productiva no da lugar a ningún beneficio para el fisco,    porque el impuesto se percibe en la etapa siguiente.
II) ¿Qué implica exención en derechos de importación?

Debe destacarse que en el caso de la industria petroquímica se previa un tratamiento especial en materia de precios de los insumos petroquímicos tendiente a asegurar el abastecimiento del sector a costos, en general, inferiores a los vigentes en el mercado internacional, mientras las ventas al mercado interno están protegidas por elevados aranceles a la importación o restricciones cuantitativas. 

3. Autoridad de Aplicación

Las provincias de La Rioja, Catamarca, San Luis y San Juan actuaron y actúan por como Autoridad de Aplicación de los regímenes que las favorecen. Esta delegación de facultades es absoluta para los proyectos cuyos montos de inversión no superen el millón de dólares, y para proyectos mayores la provincia realizaba la evaluación y comunica los resultados a la Secretaría de Industria de la Nación que es la que en definitiva resuelve.

LOS DIFERIMIENTOS IMPOSITIVOS. LEY NRO. 22021 Vigentes en la actualidad.

El diferimiento impositivo implica en postergar el pago de impuestos a ingresar durante un ejercicio fiscal, en 10 años, a pagar la primera cuota a partir  del sexto año. Este beneficio se concede a los contribuyentes que inviertan en las Provincias de Catamarca, La Rioja, San Juan, San Luis y los departamentos de Lavalle, Santa Rosa y La Paz que pertenecen a la zona árida de la provincia Mendoza. 

El funcionamiento de este diferimiento es el siguiente:

· Los contribuyentes de IVA, Ganancias, impuestos sobre los capitales y sobre  los patrimonios, en su caso de los que se sustituyan  correspondientes a ejercicios  con vencimiento general posterior a la fecha de inversión. 

· El monto de impuestos a diferir es del 75 % sobre los capitales invertidos. 

Si bien esta norma no implica pérdida de recursos tributarios, si  significa una postergación de los mismos.  Se debe tener presente que:

· Hasta 1977 estos diferimientos no estaban sujetos a actualización monetaria.

· La  pérdida de recursos tanto para la Nación, como para el conjunto de las Provincias, se generaría en los montos diferidos no devengan intereses en los 10 años de plazo, que se cancelan en 5 anualidades consecutivas a partir del sexto ejercicio de la puesta en marcha.  Sobre este tema se debe recordar que la tasa de acceso al crédito es 8% al 10% ANUAL, con lo cual se podría decir que el costo de la promoción es más de 50%

CONSECUENCIAS: El sistema de incentivos tenía otros instrumentos que se exponen en un anexo, pero implicó lo siguiente: El otorgamiento éstos beneficios de excepción de impuestos nacionales para promover una  región promovida, implica que dicha promoción se paga o se pagó con impuestos nacionales pero las instalaciones nuevas o traslado de las ya existentes beneficiaron a unas provincias en detrimento de otras.
El traslado de actividades industriales de regiones No promovidas 
a las fuertemente promovidas se ha denominado en Argentina industria con ruedas.
 

La promoción industrial en nuestra Provincia fue otorgada inicialmente por la        

  Ley 8478, publicada en el Boletín oficial el 6 de setiembre de 1979.  

Se eliminan en su totalidad. a partir del art. 35 del proyecto de reforma impositiva.

El Régimen otorga compensaciones impositivas durante 10 años,  involucrando a la totalidad de los gravámenes recaudados por la Provincia de Santa Fe,  a los proyectos de inversión aprobados bonificando hasta un 80 % de las inversiones realizadas en activos fijos o en el incremento de la plantilla de personal, a elección del inversor.

En los casos de promociones otorgadas:  qué ocurre con las previsiones que hicieron las Empresas bajo el régimen jurídico suspendido?;  qué ocurre con los trámites diligenciados en su totalidad, al amparo de los cuales se llevaron a cabo las inversiones que preveía la reglamentación para poder acceder a los beneficios?;   en todos los casos hubo incrementos de capital  -infraestructura productiva-  o de la dotación de personal,  según fuere el perfil de la unidad de negocios de la cual se tratare.

No hubiese sido más razonable hacer una revisión total  sobre cada uno de los proyectos diligenciados y –a partir de dicha revisión-  hacer caer aquellos que,  supuestamente, adolecen de vicios en su otorgamiento o en su instrumentación.

Consideramos que hubiese sido más correcto construir un Régimen de promoción sobre la base de los buenos resultados obtenidos en el que actualmente rige y no someter a un  esquema de inseguridad jurídica a aquellos que invirtieron al amparo de los regímenes que todavía están en vigencia.

A la vez, aquellos proyectos que, a tenor de la Administración no resultaban elegibles o confiables, o bien no se otorgaban, o  -dentro de las facultades previstas por misma ley- podrían haberse dejado de otorgar para el próximo ejercicio, ya que las autorizaciones para bonificaciones impositivas eran de carácter anual hasta un máximo de 10 años, como ya se ha señalado ut supra.

3.2.   CREDITO FISCAL por Derecho de Registro e Inspección en el   

        Impuesto sobre los Ingresos Brutos

Nuestra Provincia ha sido pionera en la implementación del mecanismo de “coparticipación inversa” a través de la posibilidad otorgada a los  contribuyentes de imputar los pagos efectuados por impuestos locales en el Impuesto Provincial.  No existe otra Provincia que lo haya hecho, no obstante la provincia de Buenos Aires habilita la deducción del Impuesto Inmobiliario.
Luego, por sucesivas reformas, dicha franquicia impositiva, elogiable desde todo punto de vista, fue recortada en dos oportunidades en función de las necesidades financieras provinciales, se lo llevó a l5 % de crédito y luego al 10 % desde donde nunca se movió.  Los Municipios siempre plantearon la  vuelta al 20 % que es  -en general, salvo algunas excepciones- la tasa del Impuesto local, esto es, del DRI en relación al Impuesto sobre los Ingresos brutos.  

La reforma plantea dejar el crédito en un 10 %.
TÍTULO VII: Vigencias.

Queda sin efecto.

TITULO VIII: Disposiciones Complementarias.

Capítulo I: Impuesto Inmobiliario.

Capítulo I Art. 37: Se propone el siguiente texto:

“Establécese para el año fiscal en curso un incremento en el Impuesto Inmobiliario Urbano, Suburbano y Rural de un veinticinco por ciento (25%) respecto del gravamen determinado para el año fiscal 2008. Este incremento será coparticipado en un 100 % a Municipios y Comunas
Capítulo II: Ordenamiento.

Se deja sin efecto.

SALA DE LA COMISION, 25 DE SEPTIEMBRE DE 2008
FIRMANTES:     PEIRONE  – FRANA – CEJAS - MONTI







� 


� La ley nro. 21608 inicialmente concedía beneficios por diez años. En  1979 la legislación para La Rioja aumenta a quince el número de ejercicios  con promoción, criterio que comparten las provincias, entre ellas Catamarca, San Juan y San Luis, al incorporarse paulatinamente al régimen la ley nro. 22021. 





� Artana D y Salinardi Régimen de Promoción Industrial. Instituto Di  Tella. (1991)


� La ley nacional nro. 22021. 


� Provincia de Santa Fe no promovida, pero Catamarca, La Rioja, San Juan y San Luis. 


� Gómez Sabaini, “El Papel de los Incentivos Tributarios en la Política Tributaria Argentina de América Latina”.  Doc CIET nro 10:40.
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